
  
    Equipo jurídico DVE


    


    


    


    


    


    EL ABOGADO


    EN CASA


    


    


    


    


    


    EDITORIAL DE VECCHI

  


  
    A pesar de haber puesto el máximo cuidado en la redacción de esta obra, el autor o el editor no pueden en modo alguno responsabilizarse por las informaciones (fórmulas, recetas, técnicas, etc.) vertidas en el texto. Se aconseja, en el caso de problemas específicos —a menudo únicos— de cada lector en particular, que se consulte con una persona cualificada para obtener las informaciones más completas, más exactas y lo más actualizadas posible. EDITORIAL DE VECCHI, S. A. U.


    © Editorial De Vecchi, S. A. 2016


    © [2016] Confidential Concepts International Ltd., Ireland


    Subsidiary company of Confidential Concepts Inc, USA


    ISBN: 978-1-64461-505-8


    El Código Penal vigente dispone: «Será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años o de multa de seis a veinticuatro meses quien, con ánimo de lucro y en perjuicio de tercero, reproduzca, plagie, distribuya o comunique públicamente, en todo o en parte, una obra literaria, artística o científica, o su transformación, interpretación o ejecución artística fijada en cualquier tipo de soporte o comunicada a través de cualquier medio, sin la autorización de los titulares de los correspondientes derechos de propiedad intelectual o de sus cesionarios. La misma pena se impondrá a quien intencionadamente importe, exporte o almacene ejemplares de dichas obras o producciones o ejecuciones sin la referida autorización». (Artículo 270)

  


  
    Índice


    I DERECHO CONSTITUCIONAL


    Deberes y derechos fundamentales


    El título primero de la Constitución


    La nacionalidad


    Derechos fundamentales y libertades públicas


    Derechos y deberes de los ciudadanos


    Principios rectores de la política social y económica


    Garantías constitucionales


    Mecanismos de garantía


    RESUMEN


    II DERECHO MERCANTIL


    Concepto y caracteres del derecho mercantil


    Las fuentes


    El comerciante individual y social


    El comerciante individual


    El comerciante social


    Sociedad colectiva, comanditaria y de responsabilidad limitada


    Sociedad colectiva regular


    Derechos, deberes y responsabilidades de los socios


    Sociedad comanditaria


    Sociedad de responsabilidad limitada


    Sociedad limitada nueva empresa


    La sociedad anónima


    Denominación social


    La junta general


    Los administradores


    La acción en la sociedad anónima


    Las obligaciones


    La sociedad unipersonal


    La sociedad anónima europea


    La sociedad laboral


    Características especiales


    Constitución


    Transmisión de las acciones


    Beneficios fiscales y descalificación


    Sociedades cooperativas


    Regulación legal


    Principios del cooperativismo


    Clases de cooperativas


    Órganos de la sociedad cooperativa


    El asociacionismo cooperativo


    Transformación, fusión, escisión y disolución de las sociedades


    Transformación


    Fusión y escisión


    Disolución de las sociedades


    Formas de colaboración entre empresas


    Las uniones temporales de empresas


    Responsabilidad


    Derechos y obligaciones de sus miembros


    Disolución y liquidación


    Las agrupaciones de interés económico


    Las agrupaciones europeas de interés económico


    El Registro Mercantil


    Fines


    La letra de cambio


    Caracteres de la letra de cambio


    La forma de la letra de cambio


    Requisitos formales relativos al título


    El endoso


    La provisión de fondos


    La aceptación de la letra de cambio


    El aval


    El protesto


    Excepciones contra la acción cambiaria


    Tarifas de las letras de cambio


    Los bancos y las cajas de ahorro


    El Banco de España


    Instituciones oficiales de crédito


    Los bancos privados


    Las cajas de ahorro


    Las cooperativas de crédito


    El cheque


    La forma y emisión del cheque


    Modalidades del cheque


    La presentación y el pago del cheque


    La Bolsa de valores


    El mercado de valores


    La Bolsa de valores


    La compraventa mercantil


    Obligaciones del vendedor


    Obligaciones del comprador


    Compraventa a plazos


    Régimen especial


    El contrato de transporte


    Transporte de personas


    Los contratos de préstamo y de depósito


    Contrato de préstamo mercantil


    Contrato de depósito mercantil


    El contrato de seguro


    Modalidades


    Pólizas combinadas


    Riesgos excluidos


    Derechos y obligaciones del asegurado


    Derechos y obligaciones de la entidad aseguradora


    El contrato de comisión


    Clasificación


    Obligaciones de las partes


    Desarrollo del contrato


    El contrato de distribución


    Concepto


    Obligaciones de las partes


    Extinción


    El contrato de agencia


    Elementos personales


    Obligaciones de las partes


    Extinción del contrato


    La indemnización del agente


    Contratos mercantiles atípicos


    El contrato de leasing


    El contrato de factoring


    Las tarjetas de crédito


    La franquicia


    El contrato de renting


    El comercio electrónico


    El procedimiento concursal


    Diferencias con la antigua regulación


    La insolvencia


    Efectos de la declaración del concurso


    Los órganos del concurso


    La clasificación de los créditos


    El convenio


    La liquidación


    La calificación del concurso


    La conclusión del concurso


    RESUMEN


    III DERECHO ADMINISTRATIVO


    Conceptos y fuentes


    La Administración Pública


    El derecho administrativo


    Organización de la Administración Pública Española


    Entes y órganos


    Los actos administrativos


    Clases


    El procedimiento administrativo


    Procedimientos especiales


    El silencio administrativo


    Supuestos de invalidez: actos nulos, anulables o irregulares


    Posibilidad de impugnación


    Los contratos administrativos


    Sujetos


    Objeto


    Causa


    Contenido


    Preparación del contrato


    Selección del contratista


    Forma del contrato


    Extinción del contrato


    Urbanismo y administración del territorio


    Suelo urbano


    Suelo urbanizable y no urbanizable


    Derechos y deberes de los propietarios de suelo urbano


    Derechos y deberes de los propietarios de suelo urbanizable


    La expropiación forzosa


    Los recursos administrativos


    Clases de recursos


    Recurso de alzada


    Recurso de reposición


    Recurso de revisión


    La jurisdicción contencioso-administrativa


    Interposición del recurso


    Ejecución de la sentencia


    Procedimientos especiales


    El recurso contencioso electoral


    RESUMEN


    IV DERECHO FISCAL


    Conceptos generales


    El derecho fiscal o financiero


    Tributos y derecho tributario


    Normas constitucionales


    El sujeto pasivo


    El domicilio fiscal


    Bases, tipo de gravamen, cuota y deuda tributaria


    Prescripción


    Impuestos directos


    Clases


    Impuestos de sociedades


    El impuesto sobre la renta de las personas físicas


    Impuesto sobre el patrimonio


    El Impuesto sobre la Renta de no Residentes


    Impuestos indirectos


    El impuesto sobre el valor añadido


    Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados


    Impuesto sobre donaciones y sucesiones


    Otros impuestos indirectos


    Los tributos locales y autonómicos


    Los tributos locales


    Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica


    Impuesto sobre bienes inmuebles


    Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras


    Impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos


    Impuesto sobre actividades económicas


    Impuesto municipal sobre gastos suntuarios


    Regímenes fiscales especiales de carácter municipal


    Los tributos de las comunidades autónomas


    RESUMEN


    V DERECHO LABORAL


    Configuración jurídica del derecho del trabajo


    Relaciones excluidas de la ley laboral


    Relaciones laborales de carácter especial


    Personal de alta dirección


    Servicio del hogar familiar


    Relación laboral de carácter especial de los artistas en espectáculos públicos


    Contrato laboral especial de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios sin asumir el riesgo y ventura de aquellas


    Fuentes de las relaciones laborales


    Derechos y deberes laborales básicos


    Derechos laborales


    Deberes laborales


    El contrato de trabajo


    Capacidad para contratar


    Forma del contrato de trabajo


    Validez del contrato


    Modalidades del contrato de trabajo


    Prestación laboral mediante las Empresas de Trabajo Temporal (ETT)


    El salario


    El salario mínimo interprofesional


    Igualdad de remuneración


    Liquidación y pago del salario


    Gratificaciones extraordinarias


    Fondo de Garantía Salarial


    La jornada de trabajo


    Horas extraordinarias


    Horario flexible y trabajo por turnos


    Descanso semanal, fiestas y permisos


    Vacaciones anuales


    Suspensión del contrato de trabajo


    La excedencia


    Suspensión con reserva de puesto de trabajo


    Extinción del contrato de trabajo


    Extinción por voluntad del trabajador


    Extinción del contrato por causas objetivas


    Extinción del contrato por despido disciplinario


    Indemnización adicional


    El despido nulo


    Órganos de representación de los trabajadores


    Delegados de personal


    Los comités de empresa


    Elección y mandato


    Relaciones de trabajo en las cooperativas


    Trabajadores autónomos


    RESUMEN


    VI DERECHO PENAL


    La ley penal


    Fuentes del derecho penal


    Los delitos


    Personas responsables de los delitos


    Eximentes de la responsabilidad


    Circunstancias modificativas de la responsabilidad


    Las penas


    Clasificación de las penas


    Duración de las penas


    Determinación de las penas


    Suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad


    Sustitución de las penas privativas de libertad


    La libertad condicional


    Clasificación de los delitos


    Delitos contra la seguridad del Estado


    Delitos contra el Estado


    Delitos de traición


    Delitos contra la paz o la independencia


    Delitos contra la defensa nacional


    Delitos contra la comunidad internacional


    Disposiciones comunes


    Delitos contra la Corona


    Delitos contra los altos organismos de la nación


    Delitos contra el Gobierno


    La rebelión


    La sedición


    Delitos contra las autoridades y sus agentes


    Desórdenes públicos


    Tenencia de armas y explosivos


    Delitos contra bienes comunes


    Delitos contra la ordenación del territorio


    Delitos contra el patrimonio histórico


    Delitos relativos a la flora, fauna y animales domésticos


    Delitos contra el ejercicio de los derechos de la persona


    Discriminación


    Libertad de conciencia


    Detenciones y prisiones ilegales


    Libertades públicas


    Otros delitos de este tipo


    Las falsedades


    Bien jurídico protegido


    Falsedades documentales


    La usurpación del estado civil y de funciones públicas y el intrusismo


    Delitos contra la Administración de Justicia


    Acusaciones y denuncias falsas


    Falso testimonio


    Quebrantamiento de condena y evasión de presos


    Realización arbitraria del propio derecho


    Simulación de delitos


    Omisión del deber de impedir delitos o de denunciarlos


    Deslealtad profesional


    Delitos contra la seguridad colectiva


    Delitos contra la seguridad vial


    Cultivo, elaboración y tráfico de drogas


    Otros delitos contra la salud pública


    Delitos relacionados con el tráfico de drogas


    Delitos relativos a la energía nuclear


    Delitos contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social


    Fraude a la Hacienda Pública


    Fraude a la Seguridad Social


    Homicidio


    Auxilio e inducción al suicidio


    Homicidio consentido


    Asesinato y homicidio imprudente. Lesiones y violencia doméstica


    Asesinato


    Homicidio imprudente


    Lesiones y violencia doméstica


    Aborto, lesiones al feto y manipulación genética


    El aborto


    Las lesiones al feto


    La manipulación genética


    La despenalización del aborto


    Delitos contra la libertad sexual


    Agresiones sexuales


    Abusos sexuales


    Acoso sexual


    Exhibicionismo y provocación


    Delitos relativos a la prostitución


    Calumnia e injuria


    Disposiciones comunes a la calumnia y la injuria


    La calumnia


    La injuria


    El derecho al honor


    Caracteres generales


    Intromisiones ilegítimas


    Actos permitidos


    Allanamiento de morada


    Allanamiento activo


    Allanamiento pasivo


    Allanamiento agravado


    Amenazas y coacciones


    Amenazas


    Coacciones


    Diferencia entre amenazas y coacciones


    El hurto y el robo


    El hurto


    El robo


    Insolvencia punible y usurpación


    Alzamiento de bienes


    Procedimientos de ejecución universal delictivos


    Alteración de precios en concursos y subastas públicas


    La usurpación


    Estafas y otros engaños


    Estafa


    Apropiación indebida


    Defraudaciones de fluido eléctrico y análogas


    Las faltas


    Clases


    Penas


    Los delitos societarios


    Falsificación de documentos contables de la sociedad


    Adopción de acuerdos perjudiciales para la sociedad o los socios


    Negativa o impedimento al derecho de los socios


    Negativa o impedimento a la intervención de la Administración


    Administración desleal de la sociedad


    La jurisdicción penal


    Denuncia


    Querella


    Las partes


    El sumario


    Juicio oral por los delitos


    Juicio de faltas


    La sentencia


    Apelaciones


    El jurado


    RESUMEN


    VII DERECHO CIVIL


    El derecho civil y sus fuentes


    La costumbre


    Jerarquía de las normas


    Los principios generales del derecho


    La ley


    El Defensor del Pueblo


    La persona. Capacidad jurídica y capacidad de obrar


    Desde el punto de vista jurídico


    Persona y personalidad


    Personas individuales: nacimiento


    Extinción


    Capacidad jurídica y capacidad de obrar


    La nacionalidad, la vecindad y el domicilio


    La nacionalidad


    Adquisición de la nacionalidad


    Pérdida de la nacionalidad


    Recuperación de la nacionalidad española


    La vecindad civil


    Adquisición y pérdida


    El domicilio


    Los extranjeros


    Derechos y libertades de los extranjeros


    Reagrupación familiar


    Requisitos de entrada


    Los visados


    Prohibición de entrar en España


    Salidas del territorio español


    Situaciones de los extranjeros


    Régimen sancionador


    El Registro Civil. Antecedentes y objeto


    Antecedentes


    Objeto


    Organización


    Clases de asientos


    Rectificación de asientos


    Inscripción de nombres


    El orden de los apellidos


    La persona jurídica: concepto y naturaleza


    Naturaleza jurídica


    Clasificación de las personas jurídicas


    Régimen jurídico


    El matrimonio


    El matrimonio canónico


    Requisitos del matrimonio canónico


    El matrimonio civil


    Capacidad


    La celebración del matrimonio


    Derechos y deberes de los cónyuges


    La nulidad del matrimonio


    El régimen económico del matrimonio


    La sociedad de gananciales


    El régimen de participación


    El régimen matrimonial de separación de bienes


    El régimen económico en legislaciones forales


    La separación conyugal y el divorcio


    La separación judicial


    El divorcio


    La reconciliación


    Efectos de la separación y del divorcio


    La pensión y su impago


    Relaciones entre nietos y abuelos


    La guarda y custodia compartida


    La paternidad y la filiación


    Determinación y prueba de filiación


    Las acciones de la filiación


    Reclamación de la filiación


    Impugnación de la filiación


    Filiación extracorpórea


    La adopción


    Requisitos para ser adoptado


    Requisitos para ser adoptante


    Imposibilidad de adopción


    Procedimiento


    Efectos


    La adopción internacional


    La patria potestad


    Deberes y facultades de los padres


    Deberes de los hijos


    La representación de los hijos


    La administración de los bienes de los hijos


    Extinción de la patria potestad


    La tutela


    La tutela en general


    Personas que han de promover la tutela


    Nombramiento del tutor


    Facultades para ser tutor


    Imposibilidades para ser tutor


    Ejercicio de la tutela


    Extinción de la tutela


    La curatela


    El defensor judicial


    La sucesión mortis causa


    Relaciones jurídicas transmisibles por herencia


    Sucesión voluntaria y sucesión legal


    Apertura, vocación y delación


    El derecho de acrecer


    La capacidad para suceder


    Incapacidad


    Indignidad sucesoria


    Aceptación y repudiación de la herencia


    Clases y formas


    Capacidad para la aceptación


    La repudiación


    La interrogatio in iure


    La aceptación a beneficio de inventario


    Partición de la herencia


    Legitimación


    El acto particional


    Limitaciones


    Mecánica de la partición


    La colación


    Requisitos


    Efectos de la colación


    La sucesión testada


    Capacidad


    El testamento


    Formas testamentarias


    El testamento abierto


    El testamento cerrado


    El testamento ológrafo


    Testamentos especiales


    Testamentos en peligro de muerte


    Testamento en caso de epidemia


    Testamento marítimo


    Testamento militar


    Testamento otorgado en el extranjero


    La institución del heredero


    El legado de parte alícuota


    Otras instituciones


    La institución sujeta a condición, término y modo


    Las sustituciones


    Sustitución vulgar


    Sustitución fideicomisaria


    Sustitución pupilar


    Sustitución ejemplar


    El legado


    Personas obligadas al pago


    Preferencia entre legatarios


    Garantías del legatario


    Extinción


    Distintas clases de legados


    El albaceazgo


    Caracteres del cargo


    Capacidad


    Clases


    Facultades


    Ineficacia del testamento


    La nulidad


    La revocación


    La caducidad


    La legítima


    La mejora


    Objeto de la mejora


    La desheredación


    La preterición


    La sucesión intestada


    La troncalidad


    Clases, órdenes y grados


    Métodos de distribución


    El derecho de representación


    Orden de los llamamientos


    Sucesión a favor de descendientes


    Sucesión a favor de ascendientes


    Sucesión del cónyuge y de los colaterales


    Sucesión del Estado


    El contrato


    El concepto de contrato


    Las modalidades contractuales


    Clasificación de los contratos


    Contrato de franquicia


    Contrato de edición


    Los requisitos del contrato


    El consentimiento de las partes


    El objeto


    La cláusula penal en los contratos


    Conceptos y caracteres


    Funciones


    Presupuestos de aplicación


    Moderación


    Interpretación restrictiva


    El contrato de compraventa


    Concepto y caracteres


    Capacidad


    Objeto


    Precio


    Las arras


    Obligaciones del vendedor


    Obligaciones del comprador


    Garantías del vendedor por el precio aplazado


    La compraventa de bienes muebles a plazos


    Ventas a plazos sobre bienes muebles


    Ámbito de aplicación


    El contrato de venta a plazos


    Forma, eficacia y contenido del contrato de venta a plazos


    Facultad para desistir


    Incumplimiento del comprador


    Incumplimiento del deudor


    Intervención de jueces y tribunales


    El registro de venta a plazos de bienes muebles


    Arrendamientos urbanos


    Contratos sometidos a la Ley de Arrendamientos Urbanos


    Arrendamientos excluidos de la LAU


    El arrendamiento de viviendas


    Realización de obras en la vivienda


    Viviendas de lujo


    Adquisición preferente


    Extinción del contrato


    Separación, divorcio y nulidad matrimonial


    Muerte del inquilino


    Contratos anteriores a la LAU


    Contrato de locales de negocio anteriores a la LAU


    La fianza


    Arrendamientos rústicos


    Ley de Arrendamientos Rústicos


    Desenvolvimiento del contrato


    Las partes


    Forma del contrato


    Duración


    La renta


    Gastos y mejoras


    Enajenación de la finca arrendada


    Cesión y subarriendo


    Terminación del arrendamiento


    El contrato de aparcería


    Contrato de comodato


    Definición


    Retribución y gastos


    Responsabilidad


    Derechos y obligaciones


    Supuestos específicos


    Características


    Obligaciones


    El depósito judicial


    El depósito necesario


    El depósito irregular


    Contrato de permuta


    Contratos aleatorios


    Juegos y apuestas


    La renta vitalicia


    El vitalicio


    Los procedimientos civiles


    El juicio ordinario


    El juicio verbal


    Los recursos


    Los juzgados civiles y mercantiles y el arbitraje


    Los juzgados civiles


    Los juzgados mercantiles


    El arbitraje


    Las fundaciones


    Concepto


    Constitución


    Dotación


    El patronato


    Beneficios fiscales


    Las asociaciones


    El Registro de la Propiedad


    Los principios hipotecarios


    Conveniencia de la inscripción registral


    Qué tiene acceso al Registro


    Los derechos reales en general


    Concepto de derecho real


    Clasificación de los derechos reales


    Propiedad y posesión


    Las distintas clases de derechos reales


    Derechos reales de goce


    Derechos reales de garantía


    Derechos reales de adquisición


    La responsabilidad civil


    Responsabilidad civil y penal


    Responsabilidad civil contractual


    Responsabilidad civil extracontractual


    Responsabilidad civil derivada de productos defectuosos


    La hipoteca


    Características


    Hipoteca unilateral


    Hipoteca constituida por un tercero


    Hipoteca mobiliaria


    Créditos y préstamos hipotecarios


    Órganos de la propiedad horizontal


    Junta de propietarios


    El presidente


    El secretario


    El administrador


    Derechos y obligaciones en las comunidades de propietarios


    La cuota de participación en las comunidades de propietarios


    La multipropiedad


    Orígenes


    Contenido del derecho


    Objeto y duración


    Protección del consumidor


    Formalidades de la constitución del régimen


    El contenido del contrato


    El desistimiento y la resolución del contrato


    Resolución del contrato por impago de las cuotas


    Incumplimiento de los servicios


    La protección de los consumidores y usuarios


    Derechos básicos de los consumidores y usuarios


    El sistema arbitral de consumo


    Las garantías en los bienes de consumo


    La propiedad intelectual


    Concepto


    Objeto


    Contenido


    Derechos morales


    Derechos de explotación


    Derecho de participación


    Derecho de remuneración por copia privada


    Protección de los derechos


    La propiedad industrial


    Las patentes


    Los modelos de utilidad


    Las marcas


    El nombre comercial


    El rótulo de establecimiento


    El alquiler de una vivienda


    La compra de una vivienda


    El servicio militar


    Servicio militar, objeción de conciencia, prestación social sustitutoria e insumisión


    El servicio militar


    La objeción de conciencia


    La insumisión


    Otras cuestiones legales de interés


    La responsabilidad médica


    La firma electrónica


    El aparcamiento de vehículos


    Las familias numerosas


    El mobbing en el ámbito laboral


    El mobbing inmobiliario


    El IPC


    Servicio del hogar familiar


    Alquiler de coches


    Guarderías infantiles


    Asistencia sanitaria privada


    El carné de conducir por puntos


    Las multas de tráfico


    Tenencia de perros


    La construcción de edificios


    RESUMEN


    VIII DERECHO INTERNACIONAL


    El derecho internacional público


    Fuentes


    El derecho internacional y la Constitución


    Las organizaciones internacionales


    La Organización de las Naciones Unidas


    El Fondo Monetario Internacional


    Otras organizaciones dependientes de la ONU


    El Acuerdo General sobre Aranceles de Aduanas y Comercio


    La Organización de Cooperación y Desarrollo Económico


    La Organización del Tratado del Atlántico Norte


    La Unión Europea


    Los tratados de París y de Roma


    Ampliaciones


    La Comunidad Europea del Carbón y el Acero


    La Comunidad Europea de la Energía Atómica


    La Comunidad Económica Europea


    Órganos auxiliares


    La Constitución Europea


    Fuentes del derecho comunitario


    Símbolos de la Unión Europea


    Derecho internacional privado


    Aplicación exclusiva de las leyes españolas


    Posibilidad de aplicar la ley personal


    Derechos reales


    Obligaciones y contratos


    Intervención de los tribunales españoles


    El euro, la moneda europea


    Ventajas de la introducción del euro


    Calendario del euro


    Monedas y billetes de euros


    Tipos de conversión de la peseta y el euro


    RESUMEN


    APÉNDICE


    Fuentes legales


    Derecho constitucional


    Derecho mercantil


    Derecho administrativo


    Derecho civil


    Derecho fiscal


    Derecho laboral


    Derecho penal


    MODELOS DE DOCUMENTOS


    Glosario

  


  
    I

    DERECHO CONSTITUCIONAL


    Deberes y derechos fundamentales


    El título primero de la Constitución


    Nuestra Constitución dedica el título primero a enunciar los derechos y deberes fundamentales de todos los españoles así como los principios que deben orientar la política social y económica. En su desarrollo, los clasifica de la siguiente forma:


    — nacionalidad;


    — derechos fundamentales y libertades públicas;


    — derechos y deberes de todos los ciudadanos;


    — principios rectores de la política social y económica.


    Todos ellos se comentarán siguiendo el mencionado esquema.


    La nacionalidad


    La nacionalidad, en el sentido que da la Constitución, es el vínculo que une a una persona con un Estado. Equivale al término ciudadanía empleado en otros países. En nuestro caso, la posesión de la nacionalidad española convierte a las personas en españoles mientras que quienes carecen de ella son considerados extranjeros. Nacionalidad y extranjería son, por lo tanto, situaciones legalmente excluyentes entre sí.


    Sobre este punto la Constitución establece lo siguiente:


    1. De los españoles. La nacionalidad española corresponderá a todos los nativos, sin que puedan ser privados de ella. Su adquisición, conservación y pérdida se regula en la ley ordinaria, el Código civil. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o vinculados a España, donde podrán naturalizarse los españoles sin perder la nacionalidad de origen. La mayoría de edad se alcanza a los dieciocho años.


    2. De los extranjeros. Gozarán de las libertades públicas en la forma establecida en los tratados y en la ley, pero sólo los españoles tendrán derechos de participación en asuntos públicos y acceso a las funciones y cargos públicos, salvo reciprocidad sobre sufragio activo y pasivo en elecciones municipales. La extradición se concederá en casos de reciprocidad, quedando excluidos los delitos políticos, y no considerándose como tales los actos de terrorismo. La ley regulará los términos del derecho de asilo en España.


    Las normas sobre la adquisición de la nacionalidad española están contenidas en el Código civil; las que se refieren a la estancia, residencia y trabajo de los extranjeros en España, en la Ley de Extranjería, salvo lo dispuesto en tratados suscritos con ciertos países sobre doble nacionalidad.
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    Derechos fundamentales y libertades públicas


    En primer lugar, la Constitución proclama solemnemente la igualdad de todos los españoles ante la ley, sin que pueda establecerse entre ellos ninguna discriminacion por razón de nacimiento, religión, sexo, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social.


    Tras ello, enumera los siguientes derechos y libertades considerados como fundamentales:


    1. Derecho a la vida. Todos tienen derecho a ella, así como a la integridad física y moral, y a no ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.


    2. Libertad ideológica y religiosa. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto, sin más limitación en sus manifestaciones que el orden público, quedando prohibido el ser obligado a declarar sobre la ideología, religión o creencias personales. Ninguna confesión tiene carácter estatal, si bien se tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y se mantendrán relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.


    3. Derecho a la libertad personal. Toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad; la privación sólo podrá realizarse en los casos y formas previstas en la ley y en las siguientes condiciones:


    — la detención preventiva sólo puede durar el tiempo necesario para esclarecer los hechos y en el plazo máximo de 72 horas el detenido será puesto en libertad o a disposición judicial;


    — la persona detenida debe ser informada inmediatamente de sus derechos y razones de la detención, sin poder ser obligada a declarar, garantizándose la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales;


    — la ley regulará un procedimiento de habeas corpus para la puesta a disposición judicial del detenido ilegalmente y determinará el plazo máximo de prisión provisional.


    4. Derecho a la intimidad e inviolabilidad del domicilio. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. Se declara la inviolabilidad del domicilio contra la entrada o registro sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo flagrante delito. Se garantiza también el secreto de las comunicaciones postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial, e incluso se limita el uso de la informática para la garantía del honor y de la intimidad personal y familiar, así como el pleno ejercicio de los derechos de los ciudadanos.


    5. Libertad de residencia y circulación. Los españoles tienen derecho a elegir su residencia y a circular por el territorio nacional; igualmente, a entrar y salir libremente de España según establezca la ley, y sin limitación por motivos políticos e ideológicos.


    6. Libertad de expresión. Comprende los siguientes derechos que se reconocen y protegen:


    — a expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción;


    — a la creación y producción literaria, artística, científica y técnica;


    — a la libertad de cátedra;


    — a comunicar o recibir libremente información veraz, por cualquier medio de difusión, debiéndose regular el derecho a la cláusula de conciencia y el secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.


    El ejercicio de los derechos anteriores carecerá de censura previa. La ley regulará la organización y control de los medios de comunicación social del Estado y garantizará el acceso a ellos de los grupos sociales y políticos, respetando las diversas lenguas. Los límites de estas libertades son el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud e infancia. Sólo podrá secuestrarse por resolución judicial.


    7. Derecho de reunión. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas, cuyo ejercicio no necesitará autorización previa. Cuando se ejerza en lugares de tránsito público o se trate de manifestaciones se comunicará previamente a la autoridad, que sólo podrá prohibirla por razones fundadas del orden público, con peligro para personas y bienes.


    8. Derecho de asociación. Se halla regulado, a nivel estatal, mediante la Ley 9/99, de 21 de abril. Se reconoce el derecho de asociación. Las asociaciones serán ilegales cuando persigan fines o utilicen medios tipificados como delito, debiendo inscribirse en un registro, a efecto únicamente de publicidad. Sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades por resolución judicial motivada, prohibiéndose las asociaciones secretas o de carácter paramilitar.


    9. Derecho de participación. Los ciudadanos tienen derecho a participar en los asuntos públicos directamente o a través de representantes libremente elegidos cada cierto tiempo por sufragio universal, así como a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes.


    10. Protección judicial de los derechos. Las personas tienen derecho a obtener tutela efectiva de jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos, sin que pueda producirse indefensión. También tienen derecho al juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada, a proceso público sin dilaciones, a utilizar medios de prueba, a no declarar contra sí mismos, ni confesarse culpables, y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que por razón de parentesco o de secreto profesional no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones no constitutivas de delito, falta, o infracción administrativa. Las penas estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado gozará de los derechos fundamentales, salvo los expresamente contenidos en el fallo condenatorio. En todo caso, tendrá derecho a trabajo remunerado y seguridad social, acceso a la cultura y desarrollo integral de su personalidad. La Administración no podrá imponer sanciones que directa o subsidiariamente impliquen privación de libertad. Se prohíben los tribunales de honor en la Administración civil y organizaciones profesionales.


    11. Libertad de enseñanza y derecho de educación. Todos tienen derecho a la educación y se reconoce la libertad de enseñanza. La educación tendrá por objeto el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales. Se garantiza el derecho de los padres a que sus hijos reciban formación religiosa y moral según sus creencias, siendo la enseñanza básica obligatoria y gratuita. La educación tendrá programación general con participación de todos los sectores afectados, así como la creación de centros docentes, en cuyo control y gestión, de los sostenidos con fondos públicos, intervendrán profesores, padres, y en su caso, alumnos. Asimismo, se reconoce la autonomía de las universidades.


    12. Libertad de sindicación y derecho de huelga. Todos tienen derecho a sindicarse libremente, pudiendo limitarse o exceptuarse de su ejercicio a las fuerzas o institutos armados o sometidos a disciplina militar, así como con peculiaridades para los funcionarios públicos. Comprende fundar sindicatos y afiliarse al de su elección, formar confederaciones y organizaciones internacionales, sin que todo ello sea obligatorio. Se reconoce el derecho a la huelga para la defensa de sus intereses, con la garantía de la prestación de los servicios esenciales de la comunidad.


    13. Derecho de petición. Podrá ser individual o colectivo, constando por escrito en la forma y efectos que determina la ley; los limitados o exceptuados del derecho de huelga sólo podrán ejercerlo individualmente y conforme a su legislación específica. Este derecho ha sido objeto de desarrollo legislativo mediante la Ley 4/01, de 12 de noviembre.


    Derechos y deberes de los ciudadanos


    En este apartado se recogen aquellos derechos que constituyen al mismo tiempo una obligación (como el servicio militar, el trabajo, o la colegiación) y los que no deben entenderse de modo absoluto, sino condicionado.


    Son los siguientes:


    1. Servicio militar y otras prestaciones. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender España. La ley fijará las obligaciones, la objeción de conciencia y las causas de exención, así como un servicio civil sustitutorio. También podrán regularse los deberes en casos de riesgo grave, catástrofe o calamidad pública.


    2. Sostenimiento de los gastos públicos. Se contribuirá a ellos según la capacidad económica, por un sistema de igualdad y progresividad sin alcance confiscatorio. Se realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución responderá a los criterios de eficacia y economía. Sólo por ley se impondrán prestaciones personales y patrimoniales.


    3. Derecho a contraer matrimonio. Hombre y mujer podrán contraerlo con plena igualdad jurídica, regulando la ley sus formas, edad, capacidad, derechos y deberes, causas de separación y disolución y sus efectos.


    4. Derecho de propiedad. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. La función social de estos derechos delimitará su contenido. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos, salvo por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y a través del procedimiento legalmente establecido para la expropiación forzosa.


    5. Derecho de fundación. Se reconoce el derecho de fundación con fines de interés general.


    6. Derecho y deber de trabajo. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio y promoción, con remuneración suficiente para las necesidades familiares y sin discriminación por razón de sexo. La ley regulará el estatuto de los trabajadores.


    7. Derecho a colegiación. La ley regulará las peculiaridades del régimen jurídico de los colegios profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas, cuya estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.


    8. Derecho de negociación colectiva. Se garantiza la negociación colectiva entre trabajadores y empresarios y la fuerza vinculante de los convenios, así como la adopción de medidas ante un conflicto colectivo. Sin perjuicio de otras limitaciones, se asegurará el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.


    9. Libertad de empresa y economía de mercado. Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado, y se garantizará y protegerá su ejercicio y la defensa de la productividad conforme a las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.


    Principios rectores de la política social y económica


    En el título preliminar, nuestra Constitución impone a los poderes públicos las obligaciones siguientes:


    — promover las condiciones para que la libertad e igualdad de los individuos y grupos en que se integran sean reales y efectivas;


    — remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud;


    — facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.


    Pero, más adelante, especifica cuáles deben ser los principios rectores de la política social y económica a los que deben acomodarse las Cortes al legislar y el Gobierno y la Administración al ejecutar las leyes y desarrollarlas, y al gestionar los intereses colectivos.


    Son los siguientes:


    1. Se asegurará la protección social, económica y jurídica de la familia, de los hijos con independencia de su filiación y de las madres de cualquier estado civil, y se posibilitará la investigación de la paternidad, asegurando también la asistencia a los hijos y protección a los niños.


    2. Se promoverá el progreso social y económico para una distribución regional y personal de la renta más equitativa y el pleno empleo, la formación y readaptación profesionales, la seguridad e higiene y el descanso por limitación de la jornada, las vacaciones y centros adecuados. Se mantendrá un régimen público de seguridad social para todos que garantice asistencia y prestaciones en desempleo, siendo libres las complementarias. Se velará especialmente por los derechos de los trabajadores en el extranjero, posibilitando su retorno. Se protegerá la salud a través de medidas preventivas, prestaciones y servicios necesarios.


    3. Se fomentará la educación sanitaria, física y el deporte, la utilización del ocio, el acceso a la cultura, la ciencia e investigación técnica, el disfrute y conservación del medio ambiente, la utilización racional de los recursos naturales y el medio ambiente, con sanciones penales o administrativas además de reparar el daño causado, así como el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y sus bienes, sancionándose los atentados.


    4. Todos los españoles tienen derecho a vivienda digna adecuada. Se promoverá la efectividad de este derecho regulando la utilización del suelo, evitando la especulación y asumiendo la participación de la comunidad en las plusvalías. Otras medidas son la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo integral; la previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los minusválidos con atención especial, y una garantía de pensiones adecuadas, actualizadas y suficientes económicamente, así como asegurar su bienestar por servicios sociales de salud, vivienda, cultura y ocio; garantía de la defensa del consumidor y usuarios, su información, adecuación y organizaciones, atendiéndoles en las cuestiones que puedan afectarles; regulación del comercio interior y del régimen de autorización de productos comerciales.


    5. Se reconocerán las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que les sean propios. Su estructura y funcionamiento serán democráticos.


    Fundamento e interpretación


    El respeto a los derechos y libertades individuales es un postulado esencial del Estado de derecho y, como tal, se encuentra expresado en las constituciones o leyes fundamentales de los estados democráticos. Nuestra Constitución define la dignidad de la persona, los derechos inviolables inherentes a ella, el libre desarrollo de la personalidad y el respeto a la ley.


    Para evitar ambigüedades en el momento de su desarrollo y aplicación práctica por parte de los poderes públicos, la Constitución declara expresamente que los derechos y libertades que reconoce deben interpretarse siempre conforme a la Declaración Universal de los Derechos Humanos (aprobada por la ONU en 1948) y a los tratados y convenios internacionales sobre las mismas materias que hayan sido ratificados en España.


    Garantías constitucionales


    Mecanismos de garantía


    La proclamación de los derechos y libertades de los ciudadanos resultaría totalmente inoperante si no se estableciesen al mismo tiempo unos mecanismos que garanticen su respeto, particularmente por parte de los poderes públicos.


    En nuestro sistema constitucional la tutela del respeto a los derechos y libertades se articula en torno a los siguientes organismos:


    — el tribunal constitucional;


    — los tribunales ordinarios;


    — el Defensor del Pueblo;


    — el ministerio fiscal.


    El Tribunal Constitucional


    El respeto y defensa de los derechos y libertades constitucionales es vinculante para todos los poderes públicos. Su regulación (que implica el establecimiento de sus respectivos límites) sólo puede hacerse mediante leyes orgánicas cuya aprobación requiere la mayoría absoluta en el Congreso y el Senado. Su primera garantía es, por consiguiente, la interposición de un recurso de anticonstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional.


    El Tribunal Constitucional se compone de doce miembros nombrados por el rey. De ellos, cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de 3/5 de sus miembros, cuatro a propuesta del Senado, con igual mayoría, dos a propuesta del Gobierno y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. Deben elegirse entre magistrados y fiscales, profesores de universidad, funcionarios públicos y abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional.


    Los miembros del tribunal son designados por un periodo de nueve años y se renuevan por terceras partes cada tres.


    La condición de miembros es incompatible con los mandatos representativos, con los cargos políticos y administrativos, con el desempeño de funciones directivas en un partido político o sindicato y con el empleo al servicio de los mismos, con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal y cualquier actividad profesional o mercantil; por lo demás, tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial. Asimismo, serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su mandato.


    El presidente del Tribunal es nombrado entre sus miembros por el rey, a propuesta del propio tribunal en pleno y por un periodo de tres años.


    El Tribunal Constitucional tiene competencia en todo el territorio español para conocer:


    — los recursos de anticonstitucionalidad;


    — los recursos de amparo;


    — los conflictos de competencia entre el Estado y las comunidades autónomas, o de estas entre sí;


    — las demás cuestiones que le atribuyen la Constitución y las leyes orgánicas.


    El recurso de inconstitucionalidad


    El recurso de inconstitucionalidad puede interponerse contra leyes o disposiciones con rango de ley (como los decretos-ley y los decretos legislativos), tanto del Estado como de las comunidades autónomas, si su contenido se opone a lo dispuesto en la Constitución.


    Están legitimados para interponer este recurso:


    — el presidente del Gobierno;


    — cincuenta diputados o senadores;


    — las asambleas legislativas (parlamentos) de las comunidades autónomas;


    — los Gobiernos de las comunidades autónomas;


    — el Defensor del Pueblo.


    Cuando un órgano judicial considere en un proceso que la ley aplicable al caso, y de cuya validez depende el fallo, puede ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el tribunal en los supuestos, forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán suspensivos.


    Las sentencias se publicarán en el Boletín Oficial del Estado, tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente y no cabe recurso contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o normas con fuerza de ley y las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tendrán plenos efectos contra todos. Subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada de inconstitucionalidad, salvo que en el fallo se disponga otra cosa.
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    Los tribunales ordinarios


    Todo ciudadano puede recabar ante los tribunales ordinarios, por procedimiento preferente y sumario, la tutela de las libertades y derechos de igualdad ante la ley en caso de discriminación por nacimiento, raza, sexo, religión, opinión u otra circunstancia personal o social, así como los siguientes derechos: a la vida, libertad ideológica y religiosa, libertad personal, intimidad e inviolabilidad del domicilio, residencia y circulación, expresión, reunión, asociación, participación, protección judicial de derechos, libertad de enseñanza y educación, sindicación y huelga y petición.


    Si no obtiene la protección de sus derechos por los tribunales ordinarios, el interesado puede interponer un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, o acudir al Defensor del Pueblo para que lo haga. Del mismo modo, puede interponerlo el ministerio fiscal, si considera que los derechos fundamentales no han sido respetados.


    El recurso de amparo


    A diferencia del recurso de anticonstitucionalidad, lo que se invoca mediante el recurso de amparo no es que alguna ley sea contraria a la Constitución, sino que los derechos y libertades fundamentales que tiene una persona no han sido respetados por los poderes públicos en un caso concreto.


    Como ya se ha comentado, están legitimados para interponer el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional:


    — cualquier persona (física o jurídica) que alegue un interés legítimo en el asunto;


    — el Defensor del Pueblo;


    — el ministerio fiscal.


    Si admite las razones del recurrente, la sentencia del Tribunal Constitucional consistirá en el reconocimiento de sus derechos, obligando a los poderes públicos a que actúen para rectificar los actos que han llevado a su vulneración o a adoptar las medidas necesarias para garantizar su ejercicio.


    El Defensor del Pueblo


    Esta figura es definida por la Constitución como un alto comisionado de las Cortes Generales, elegido por estas para la defensa de los derechos y libertades fundamentales.


    Además de la posibilidad de interponer recurso de anticonstitucionalidad y de amparo, según se ha comentado, el Defensor del Pueblo tiene la misión de recibir quejas y sugerencias de los particulares sobre las actividades de las administraciones públicas que resulten atentatorias contra los derechos y libertades o limiten injustificadamente su ejercicio, así como de supervisar tales actividades, dando cuenta de todo ello a las Cortes Generales.


    En las comunidades autónomas existen instituciones similares, si bien con nombres diversos (de origen histórico en muchos casos, como el Justicia de Aragón o el Síndic de Greuges [Síndico de Agravios], en Cataluña). Persiguiendo los mismos fines, deben estar en estrecho contacto con el Defensor del Pueblo y coordinar sus actuaciones.


    Posibilidades de suspensión


    Los derechos reconocidos sobre libertad personal —inviolabilidad del domicilio y secreto de las comunicaciones; libertad de residencia y circulación; expresión y difusión de pensamientos, ideas y opiniones, comunicar o recibir información; no secuestro de publicaciones; reunión, huelga y conflictos colectivos— podrán ser suspendidos cuando se declare el estado de excepción o de sitio, excepto el derecho de información y la asistencia de abogado al ser detenido.


    De forma individual, con la intervención judicial y el control parlamentario, determinados derechos reconocidos (inviolabilidad de domicilio, secreto de las comunicaciones, etc.) pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con investigaciones sobre actuación de bandas armadas o elementos terroristas.


    Los principios rectores de la política social y económica


    Los definidos por la Constitución como principios rectores de la política social y económica deben inspirar el contenido de las leyes aprobadas por las Cortes y los parlamentos autonómicos, y guiar tanto la práctica judicial como la actuación de las administraciones públicas. Es decir, los tres poderes (ejecutivo, legislativo y judicial) deben basarse en ellos al ejercer las funciones que tienen encomendadas.


    Sin embargo, el respeto a esos principios no puede ser invocado directamente por los particulares ante los tribunales (ni los ordinarios, ni el Constitucional).


    Sólo pueden acudir a ellos en virtud de las leyes que los desarrollan y regulan su aplicación concreta.


    
      DERECHO CONSTITUCIONAL


      RESUMEN


      Deberes y derechos fundamentales


      • La Constitución dedica su primer título al enunciado de estos, así como a los principios que deben orientar la política social y económica, con plena y absoluta independencia de cuál sea la ideología del partido o coalición que en cada momento concreto ostente el gobierno de España.


      • En su desarrollo es posible clasificar los tan repetidos derechos y deberes fundamentales y principios orientadores de la política social y económica de la siguiente manera: nacionalidad, derechos fundamentales y libertades públicas, derechos y deberes de los ciudadanos y principios rectores de la política social y económica.


      • Los derechos fundamentales y las libertades públicas que se reconocen constitucionalmente son muy diversos. Tal vez el principal es el derecho a la vida y a la integridad física y moral, por lo que quedan totalmente proscritas la tortura y las penas o tratos inhumanos o degradantes. De similar importancia resulta la abolición de la pena de muerte. A este respecto cabe señalar que, pese a que se prevé que las leyes penales militares puedan disponer su existencia en tiempos de guerra, lo cierto es que en la actualidad la pena de muerte está abolida incluso en tales supuestos.


      • La Constitución garantiza asimismo la libertad ideológica, religiosa y de culto de los ciudadanos y de las comunidades sin más limitación —por lo que respecta a sus manifestaciones— que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley. Se garantiza también que nadie pueda ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. Por tanto, en el supuesto de que alguien pretenda indagar acerca de ello, nos podemos negar amparándonos en el mismo texto constitucional.


      • El Estado español es aconfesional. Pese a todo, se reconoce que el Estado no puede desconocer las creencias de la sociedad, por lo que cooperará con todas las confesiones y, en especial, con la Iglesia católica.


      • Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad y, por tanto, nadie puede ser privado de su libertad de forma ilegal, arbitraria, injusta o caprichosa. Se regula especialmente la detención preventiva que no podrá durar más que el tiempo estrictamente necesario para la averiguación de los hechos que dieron origen y, bajo ninguna circunstancia, más de setenta y dos horas, transcurridas las cuales el detenido debe ser puesto a disposición judicial o en libertad. Queda reconocido constitucionalmente el derecho de todo detenido a ser informado de manera inmediata y de forma clara acerca de los derechos que le asisten y de las causas que han motivado su detención, sin que se esté obligado a declarar.


      • La Constitución reconoce y ampara el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, gozando el domicilio familiar del carácter de inviolable. Se garantiza el secreto de las comunicaciones.


      Garantías constitucionales


      • Como desarrollo y complemento de la Constitución, se han creado organismos a los que puede recurrirse si se ha infringido lo reconocido en la norma suprema.


      • La inconstitucionalidad de una ley que se dicte o de una actuación determinada de cualquier persona puede ser puesta en conocimiento mediante el recurso a los tribunales ordinarios de justicia o mediante una denuncia ante el Ministerio Fiscal, pero como mecanismos específicos y concretos existen el Tribunal Constitucional y el Defensor del Pueblo.


      • El Tribunal Constitucional es un tribunal de carácter especial entre cuyas funciones más importantes hallamos la de resolver los recursos de inconstitucionalidad que se presenten contra leyes y de los recursos de amparo por violación de los derechos y libertades fundamentales, así como los conflictos de competencia entre el Estado y las comunidades autónomas.


      • El Defensor del Pueblo es aquella institución encargada de defender los derechos y libertades fundamentales, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales, que es quien lo designa.

    

  


  
    II

    DERECHO MERCANTIL


    Concepto y caracteres del derecho mercantil


    Las fuentes


    El artículo 2 del Código de comercio dice: «Los actos de comercio, sean o no comerciantes los que los ejecuten, y estén o no especificados en este Código, se regirán por las disposiciones contenidas en él; en su defecto, por los usos de comercio, observados generalmente en cada plaza, y a falta de ambas reglas, por las del derecho común».


    Conforme al artículo 2 del Código de comercio, la ley es la primera de las fuentes del derecho mercantil.


    Dentro de la legislación mercantil, y en atención a su objeto, las normas legales se dividen en dos grandes grupos: las que recaen en materias exclusivamente reguladas por la legislación mercantil —letra de cambio, S. A., etc.— y las que recaen sobre materias también reguladas en el Código civil —compraventa, mandato, depósito, etc.


    Desde otro punto de vista, puede hablarse de ley general (Código de comercio) y de leyes especiales mercantiles, no derogadas por aquel, o posteriores al mismo, ya sean modificativas o complementarias.


    La codificación mercantil tiene su origen en el artículo 258 de la Constitución de 1812. El primer Código de comercio se promulgó el 30 de mayo de 1829. No obstante, el 22 de agosto de 1885 se promulga el nuevo y vigente Código de comercio que entraría en vigor el 1 de enero de 1886.


    Son múltiples las leyes especiales que complementan el Código de comercio.


    Además del Código de comercio existen importantes leyes y disposiciones complementarias, como por ejemplo la Ley de Sociedades Anónimas aprobada por Real decreto legislativo de 22 de diciembre de 1989, n.o 1.564/1989; la Ley de 25 de julio de 1989, n.o 19/88 de adaptación de la legislación mercantil a Directivas de la Comunidad Económica Europea; y el Reglamento del Registro Mercantil aprobado por Real decreto de 19 de julio de 1996, entre otras.


    La segunda de las fuentes aludidas en el artículo 2 del Código de comercio la constituyen los usos de comercio. Por uso se entiende toda relación consciente, continua y uniforme de actos voluntarios. La clasificación fundamental que se suele hacer es la que distingue entre los usos interpretativos y los usos normativos.


    Los usos interpretativos sólo existen cuando han sido tenidos en cuenta por las partes al otorgar el contrato; los usos normativos existen independientemente de la voluntad de las partes. Los usos interpretativos no crean una norma jurídica, sino que se limitan a interpretar; los normativos crean norma jurídica a falta de ley. Para adquirir valor, los usos interpretativos necesitan ser probados por quien los alega; los normativos deberán ser conocidos por el juez y aplicados de oficio.


    Por último, la declaración del artículo 2, al remitirse al derecho común, no significa que el derecho común sea fuente del derecho mercantil, sino que las leyes civiles son traídas al campo de las relaciones jurídicas mercantiles sin variar su verdadera naturaleza.


    Hay que tener presente que en todo caso debe darse prioridad absoluta a la norma de derecho mercantil escrito o consuetudinario en las materias que regula; el derecho civil se aplicará, en los casos ordinarios, cuando se dé una verdadera laguna en el ordenamiento mercantil.


    El comerciante individual y social


    El comerciante individual


    La cualidad de comerciante no se determina por un criterio formal (inscripción en un registro) ni por un criterio mixto (inscripción en la matrícula de comerciante y tráfico mercantil), sino por un criterio exclusivamente real (dedicación habitual al comercio).


    ¿Qué debe entenderse por habitual? Nuestro Código establece, en el artículo 3, que existirá la presunción legal del ejercicio habitual del comercio desde que la persona que se proponga ejercerlo anunciare por circulares, periódicos, carteles, rótulos expuestos al público, o de otro modo cualquiera, un establecimiento que tenga por objeto alguna operación mercantil.


    Capacidad, incapacidad y prohibiciones


    Capacidad. El artículo 4 del Código de comercio establece que tendrán capacidad para el ejercicio habitual del comercio las personas mayores de edad que tengan libre disposición sobre sus bienes.


    Incapacidad. De este artículo se deduce que se considerarán incapacitados para el ejercicio habitual del comercio:


    — los menores de dieciocho años;


    — los locos o dementes, los sordomudos y los pródigos sometidos a tutela, pues los mismos carecen de libre disposición de sus bienes;


    — también cita el Código al quebrado entre las personas que no pueden ejercer el comercio, salvo que haya sido habilitado o esté autorizado para continuar al frente de su establecimiento.


    Prohibiciones. La prohibición se diferencia de la incapacidad en que la primera supone capacidad. Existen dos tipos: absolutas y relativas.


    Las prohibiciones absolutas conciernen a las personas que por leyes o disposiciones especiales no puedan negociar, como los militares, los agentes de cambio y bolsa, los corredores de comercio y los clérigos.


    Se habla de prohibiciones relativas cuando estas se circunscriben al territorio en que desempeñan las funciones incompatibles con el comercio, como ocurre a los magistrados, jueces y fiscales; jefes gubernativos y económicos de las provincias, partidos y plazas; recaudadores y administradores de fondos estatales; así como las que afectan a los socios de las sociedades colectivas, en cuanto al género de comercio de la sociedad a la que pertenecen y los factores respecto al comercio de su actividad principal.


    El comerciante social


    El artículo 1.o del Código de comercio establece que son comerciantes, a los efectos del mismo:


    — los que teniendo capacidad legal para el ejercicio del comercio se dediquen a él habitualmente (comerciante individual);


    — las compañías mercantiles e industriales que se constituyen con arreglo al Código.


    Podemos definir el comerciante social, desde un punto de vista doctrinal, como la persona jurídica que se dedica profesionalmente al ejercicio del comercio.


    La sociedad mercantil es, pues, una persona jurídica, constituida sobre la base de un contrato, cuyo objeto social es el ejercicio del comercio.


    A la vista de este precepto cabe preguntarse: ¿cuál es el criterio para distinguir la sociedad civil de la mercantil? A primera vista no hay duda de que es mercantil la sociedad cuando adopta la forma mercantil. Pero la cuestión se complica, porque el artículo 1.670 admite la existencia de sociedades civiles en forma mercantil. De aquí, pues, que no baste el criterio formal, siendo menester también el criterio objetivo, o sea, la naturaleza de las operaciones que constituyen el objeto de la sociedad.


    Ahora bien, toda esta cuestión se ha simplificado modernamente, pues las leyes especiales reguladoras de las sociedades anónimas y de responsabilidad limitada han vuelto al criterio formal, declarando que cualquiera que sea el objeto de la sociedad, las anónimas y las de responsabilidad limitada tendrán siempre carácter mercantil.


    Clasificación


    Según la doctrina, pueden hacerse las distinciones siguientes:


    a) Por el elemento preponderante, se distingue entre sociedades personalistas, como es la colectiva y la comanditaria simple, y sociedades capitalistas, como la anónima y la comanditaria por acciones.


    b) Por la mayor o menor fijeza de su capital: sociedades de capital fijo (como la anónima, colectiva, etc.) y sociedades de capital variable (como las mutuas de seguros).


    c) Por la responsabilidad de los socios: sociedades de responsabilidad ilimitada y de responsabilidad limitada.


    Por otra parte, el derecho y la práctica española conocen cuatro tipos fundamentales de sociedades: colectiva, comanditaria, anónima y de responsabilidad limitada.


    Constitución


    El artículo 119 del Código de comercio exige que toda compañía de comercio, antes de dar principio a sus operaciones, deberá hacer constar su constitución, pactos y condiciones, en escritura pública, que se presentará para su inscripción en el Registro Mercantil.


    La exigencia formal de la escritura pública constituye una excepción al principio de libertad de forma contractual consagrada en el artículo 51 del Código; excepción que se explica por la importancia misma del contrato de sociedad, por la complejidad habitual de sus cláusulas y por las circunstancias que trae la constitución en orden al nacimiento de un ente jurídico nuevo.
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    Personalidad


    El artículo 116, en su párrafo 2, determina que una vez constituida la sociedad, tendrá personalidad jurídica en todos sus actos y contratos. Ahora bien, si en su constitución no se observan las formalidades antes dichas, escritura pública e inscripción, estaremos en presencia de una sociedad irregular que no gozará de personalidad jurídica. Una vez que se haya constituido legalmente la sociedad, la personalidad jurídica que ostenta produce para la misma una serie de efectos:


    — le confiere la cualidad de sujeto de derecho, con capacidad jurídica plena, tanto para adquirir y obligarse en el tráfico mercantil, como para ser titular de derechos y obligaciones propias, distintos de los socios;


    — le atribuye autonomía patrimonial, frente al patrimonio de los socios;


    — le atribuye un nombre propio, una nacionalidad, un domicilio, etc.


    Sociedad colectiva, comanditaria y de responsabilidad limitada


    Sociedad colectiva regular


    Caracteres


    Del conjunto de las normas que el Código dedica a su regulación pueden destacarse las siguientes:


    — la sociedad colectiva regular es una sociedad personalista, pues los socios pueden aportar capital o no, pero lo que no pueden dejar de aportar es su esfuerzo personal;


    — se trata de una sociedad en la que los socios responden ilimitadamente con su patrimonio de las deudas sociales;


    — su capital no puede ser inferior a las 500.000 ptas.


    Como todas las demás sociedades mercantiles, la sociedad colectiva ha de constituirse mediante escritura pública, que habrá de inscribirse en el Registro. La escritura deberá expresar:


    — el nombre, apellidos y domicilio de los socios;


    — la razón social;


    — el nombre y apellidos de los socios a quienes se les encomienda la gestión de la compañía y el uso de firma social;


    — el capital que cada uno de los socios aporte en dinero efectivo, créditos o efectos;


    — la duración que se prevé para la compañía;


    — las cantidades que en su caso se asignen a cada socio gestor anualmente, para sus gastos particulares;


    — se podrán también consignar en la escritura todos los demás pactos lícitos y condiciones especiales que los socios acuerdan que es necesario establecer.


    Por su parte, el Reglamento del Registro Mercantil exige que en la escritura se haga constar claramente los siguientes datos:


    — el domicilio en el que se ubica la sociedad;


    — el objeto social;


    — la fecha en la que se da comienzo a las operaciones de la sociedad colectiva que se constituye.


    Derechos, deberes y responsabilidades de los socios


    Derechos


    Son los siguientes:


    — derecho a participar en la gestión social en la forma que se ha dicho;


    — derecho a información, con el fin de poder conocer en cualquier momento la marcha de la sociedad;


    — derecho a participar en las ganancias y en el patrimonio resultante de la liquidación de la sociedad.


    Deberes y obligaciones


    Son los siguientes:


    — no hacer la competencia a la sociedad dedicándose al mismo género de comercio que esta;


    — no distraer del acervo común más cantidad de la asignada a cada uno para sus gastos particulares;


    — aportar lo que se hubiere comprometido;


    — indemnizar los daños causados a los demás socios por abuso de facultades o negligencias graves;


    — soportar las pérdidas en la medida prevista en la escritura social.


    Responsabilidad


    De las deudas sociales responde en primer lugar la sociedad con el patrimonio social, pues la responsabilidad de los socios es subsidiaria o de segundo grado, aunque solidaria e ilimitada; ello quiere decir que el acreedor, agotado el patrimonio social, puede dirigirse contra cualquiera de los socios por el importe total de la deuda, sin perjuicio de que el socio que pague pueda repetir después contra los demás socios reclamándoles la parte que corresponda a cada uno.


    Sociedad comanditaria


    Uría la define como una sociedad «en la que, bajo una razón social, unos socios, los colectivos, responden con todos sus bienes del resultado de la gestión social, y otros socios, los comanditarios, sólo adquieren una responsabilidad limitada a su aportación social».


    El rasgo verdaderamente característico de esta sociedad es la existencia de dos clases de socios, y la distinta responsabilidad de unos y otros. Funciona, al igual que la colectiva, bajo una razón social, aunque formada exclusivamente con los nombres de los socios colectivos. Constituye una comunidad de trabajo, aunque los comanditarios estén apartados de la gestión social.


    Podemos distinguir dos clases: la sociedad comanditaria simple, que ya hemos definido, y la sociedad comanditaria por acciones, un tipo mixto entre la sociedad anónima y la sociedad comanditaria simple, que surge por la división en acciones del capital de los socios comanditarios.


    Los elementos necesarios para la constitución de la sociedad comanditaria son el otorgamiento de la escritura pública, y la inscripción en el Registro Mercantil. La escritura pública debe contener las mismas menciones ya señaladas para la sociedad colectiva, y además tendrá que especificarse quiénes son los socios colectivos y quiénes los comanditarios.
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    Los socios comanditarios tendrán los siguientes derechos:


    — participar en el reparto de las ganancias, y del patrimonio social, en caso de liquidación, en la cuantía que se hubiere pactado;


    — examinar la situación de la administración social en las épocas prescritas en el contrato de constitución.


    Los socios comanditarios tendrán las siguientes obligaciones:


    — aportar el capital a que se hubieran comprometido;


    — soportar las pérdidas en la forma pactada;


    — indemnizar a la sociedad de los daños que le causen por malicia, abuso o negligencia inexcusables.


    Los socios colectivos tendrán los mismos derechos y obligaciones que en la sociedad colectiva.


    Sociedad de responsabilidad limitada


    En esencia, la sociedad de responsabilidad limitada es una sociedad anónima modesta, una sociedad con pocos socios, basada en el conocimiento mutuo.


    En cuanto a su régimen jurídico, cabe señalar que la constitución ha de hacerse por escritura e inscribirse en el Registro. El capital social deberá ser, como mínimo, de quinientas mil pesetas, sin que tenga un límite máximo y, a diferencia de la sociedad anónima, no está dividido en acciones, sino en participaciones. Tal capital tendrá que estar totalmente desembolsado.


    Los derechos fundamentales de los socios son los siguientes:


    — derecho al dividendo; condicionado, naturalmente, a que existan ganancias;


    — derecho al voto.


    Las obligaciones del socio se agotan en su deber de aportar aquello a que se hubiese comprometido.


    En esta sociedad existen, al menos, dos órganos: uno de gestión y representación (administradores), y otro deliberante (formado por la junta general de socios).


    Los acreedores sociales no pueden dirigirse más que contra el patrimonio social; ello implica el hecho de que nunca podrán dirigirse contra el patrimonio de los socios.


    Sociedad limitada nueva empresa


    Se trata de una sociedad limitada específicamente concebida para nuevas empresas o autónomos que quieran expandir o consolidar su actividad; su regulación la encontramos en la Ley 7/2003, de 1 de abril.


    La denominación de la sociedad limitada nueva empresa (SLNE) estará formada por los dos apellidos y el nombre de uno de los socios fundadores, seguidos de un código que se denomina ID CIRCE.


    La actividad de las SLNE debe limitarse a una de las siguientes: agrícola, ganadera, forestal, pesquera, industrial, de construcción, comerciales, turísticas, de transportes, de comunicaciones, de intermediación, de profesionales o de servicios en general.


    El capital mínimo tiene que ser de 3.012 euros pero con un máximo, en concreto, de 120.202 euros. Es importante tener en cuenta que a una SLNE no es posible hacer otras aportaciones que no sean puramente dinerarias (es decir, no se pueden aportar inmuebles, por ejemplo).


    En cuanto al número de socios —que sólo pueden ser personas físicas, nunca sociedades— la ley ha fijado un número máximo de cinco, pero no un mínimo, por lo que una sola persona puede constituirse en SLNE, pero sin que se pueda ser socio de más de una SLNE al mismo tiempo.


    Los administradores de la sociedad (que pueden ser uno o más de uno) tienen que ser, necesariamente, socios de la SLNE.


    Es importante señalar que las SLNE gozan de un régimen fiscal específico y muy ventajoso, así como de una normativa contable simplificada.


    Ha sido publicado un modelo de Estatutos sociales de la SLNE, lo cual, unido al hecho de que no es necesario solicitar la denominación con carácter previo a su constitución, supone que la creación de este tipo específico de empresas sea mucho más rápida que las sociedades limitadas o anónimas clásicas.


    La sociedad anónima


    Podemos definir la sociedad anónima como una sociedad capitalista dedicada, con capital propio y dividido en acciones, y bajo el principio de la responsabilidad limitada de los socios, a la explotación de una industria mercantil.


    Como expresión formal de la sociedad anónima debe otorgarse la escritura pública de constitución, que viene a documentar un acto colectivo, esto es, un acuerdo de voluntades paralelas que se hallan dirigidas hacia un mismo fin.


    En la escritura de constitución de la sociedad se expresará necesariamente el siguiente conjunto de datos:


    — los nombres y apellidos y edad de los otorgantes, si estos son personas físicas, y su razón social si se trata de sociedades;


    — la voluntad de los otorgantes de fundar una sociedad anónima;


    — la consignación del metálico, bienes o derechos que cada socio aporte o se obligue a aportar, indicando el título en que lo haga y el número de acciones atribuidas en pago;


    — la cuantía total, o aproximada, de los gastos de constitución tanto de los ya satisfechos como de los meramente previstos hasta que la sociedad quede constituida;


    — los estatutos que han de regir el funcionamiento de la sociedad;


    — los nombres, apellidos y edad de las personas que se encarguen inicialmente de la administración y representación social, si fueran personas físicas o su denominación social, si fueran personas jurídicas y, en ambos casos, su nacionalidad y domicilio, así como las mismas circunstancias en su caso, de los auditores de cuentas de la sociedad.


    En los estatutos que han de regir el funcionamiento de la sociedad, debe constar como mínimo:


    — la denominación de la sociedad;


    — el objeto social, así como el órgano competente para decidir o acordar la creación, la supresión o el traslado de las sucursales;


    — la duración de la sociedad;


    — la fecha en que dará comienzo a sus operaciones;
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    — el capital social, expresando, en su caso, la parte de su valor no desembolsado, así como la forma y el plazo máximo en que han de satisfacerse los dividendos pasivos; el capital debe ser, como mínimo, de 10 millones de pesetas;


    — el número de acciones en que se halle dividido el capital social; su valor nominal; su clase y serie (en caso de que existan varias), con exacta expresión del valor nominal, número de acciones y derechos de cada una de las clases; el importe efectivamente desembolsado; y la aclaración de si están representadas por medio de títulos o por medio de anotaciones en cuenta, ya que en el caso de que se presentaran en forma de títulos, deberá indicarse si son nominales o al portador y si se prevé la emisión de títulos simples;


    — la estructura del órgano al que se confía la administración de la sociedad, determinando los administradores a quienes se confiere el poder de representación, así como su régimen de actuación, de conformidad con lo que disponga la ley; se debe expresar el número de administradores que, en el caso del Consejo, no pueden ser menos de tres, también basta con expresar sólo el número máximo y mínimo de administradores; debe expresarse, también, el plazo de duración del cargo y el sistema de su retribución, si la tienen;


    — la forma de deliberar y tomar acuerdos los órganos colegiados de la sociedad;


    — la fecha de cierre del ejercicio social; a falta de disposición estatutaria se entenderá que el ejercicio social termina el 31 de diciembre de cada año;


    — las restricciones a la libre transmisibilidad de las acciones, cuando se hayan estipulado;


    — el régimen de las prestaciones accesorias en caso de establecerse, mencionando expresamente su contenido, carácter gratuito o retribuido, las acciones que lleven aparejada la obligación de realizarlas, así como las eventuales cláusulas penales inherentes a su cumplimiento;


    — los derechos especiales que, en su caso, se reserven los fundadores o promotores de la sociedad.
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    En la escritura se pueden incluir todos los pactos lícitos y condiciones especiales que se permita legalmente y por el propio fin de la sociedad.


    El convenio de fundación de la sociedad anónima puede adoptar la modalidad de fundación simultánea o fundación sucesiva.


    La fundación simultánea se realiza en un solo acto, por convenio entre los fundadores, que asumen todas las acciones, y en consecuencia se identifican con los primeros accionistas. Las personas que otorguen la escritura social, y asuman la aportación del capital, son los fundadores. Sin embargo, se exceptúan las sociedades constituidas por el Estado, comunidades autónomas o corporaciones locales, o por organismos o entidades de ellos dependientes.


    La sucesiva, en cambio, se caracteriza por la suscripción pública de acciones y posterior reunión de junta constituyente en la que se decide la constitución de la sociedad.


    El plazo de inscripción de las sociedades de fundación simultánea es de dos meses a contar desde la fecha de su otorgamiento. El plazo de inscripción en el Registro Mercantil de la fundación sucesiva es el del mes siguiente a la celebración de la junta.


    [image: ]


    Denominación social


    La sociedad anónima, como cualquier otro comerciante individual o colectivo, necesita poseer una denominación social o nombre comercial que la distinga de las demás sociedades y le sirva, además, para afirmar las transacciones mercantiles.


    La ley de Sociedades Anónimas sigue un sistema de amplia libertad para la elección de la denominación social. Ahora bien, la ley contiene dos declaraciones de car
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